Fojas: 68
En Mendoza, a cuatro días del mes de junio del año dos mil ocho, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, en acuerdo ordinario, tomó en conside-ración para dictar sentencia la causa n° 89.531, caratulada: CESPEDES CORDOVA FLORENCIO EN J° 124.991/9.252 CESPEDES CORDOVA FLORENCIO C/ CENCOSUD S.A. P/ D. Y P. S/ INCONST.

De conformidad con lo ordenado a fs. 54 quedó establecido el siguiente orden de estudio en la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero: DR. FER-NANDO ROMANO; segundo: DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE; tercero: DR. CARLOS BÖHM.

ANTECEDENTES:

El Sr. Florencio Céspedes Córdova, por intermedio de apoderado, deduce recur-so extraordinario de Inconstitucionalidad contra la sentencia dictada por la Quinta Cá-mara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Minas, de Paz y Tributario de la Primera Circunscripción Judicial, a fs. 335/339 de los autos N° 124.991/9.252, caratulados: CESPEDES CORDOVA, FLORENCIO C/ CENCOSUD S.A. POR DAÑOS Y PERJ..

A fs.30 se admite formalmente el recurso interpuesto, ordenándose correr tras-lado a la contraria, el que fue contestado a fs. 32/36, solicitándose su rechazo.

A fs. 43/46 obra el dictamen del Sr. Procurador General por el que se aconseja el rechazo del recurso deducido.

Llamados los autos al acuerdo para sentencia, se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los Sres. Ministros del Tribunal.

De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provin-cia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTION: ¿Es procedente el recurso de Inconstitucionalidad interpuesto?

SEGUNDA CUESTION: En su caso, ¿qué solución corresponde?

TERCERA CUESTION: Costas.

A LA PRIMERA CUESTION EL DR. FERNANDO ROMANO, DIJO:

Los antecedentes de la causa nos informan que el Sr. Florencio Céspedes Cór-dova, promueve demanda resarcitoria, pretendiendo la suma de $ 14.000 en concepto de daño material y daño moral, emergentes de la privación del uso del un vehículo de su propiedad.

Relata que el día 11/11/02, siendo aproximadamente las 19,50 hs. dejó estacio-nado en la playa de estacionamiento que posee el establecimiento comercial denomina-do EASY, que pone a disposición de sus clientes, el rodado de su propiedad marca Fiat Duna SL 1.6 Sedan 4 puertas año 1993, dominio RYS-114 (con equipo de GNC), color blanco. Que al salir de dicho salón comercial, constata que su rodado había sido sustraído, por lo que luego de comunicar la novedad al personal de la empresa de vigi-lancia del lugar, formuló la denuncia correspondiente ante la Comisaría 34 de la Policía de Mendoza, cuyo personal concurrió al lugar del hecho, labrándose las actuaciones que dieran origen a los autos N° 98.976, F. por Av. Hurto agravado que tramitan por ante el Séptimo Juzgado de Instrucción, en los que hasta la fecha no se ha logrado recuperar el vehículo.

Que el día 7 de diciembre de 2002, remitió a la empresa propietaria de la playa de estacionamiento donde fuera sustraído su vehículo, carta documento emplazándola en término perentorio a reparar los daños y perjuicios que le provocara el hecho menciona-do. En esa ocasión cuantificó los perjuicios en la suma de $ 7.500 como representa-tivos del bien sustraído y gastos vinculados a esa sustracción; por privación del vehículo la suma de $ 500.- y daño moral estimado en la suma de $ 5.000, dejando aclarado que las sumas pedidas responden al deseo de arribar a un acuerdo extrajudicial, haciendo reserva de reclamar judicialmente los rubros y montos que pudieran corresponder.

En primera instancia se admitió parcialmente la demanda, declarándose la res-ponsabilidad de la firma CENCOSUD S.A., por los rubros morigerados de daño emer-gente y daño moral, con costas por la parte en que prospera la pretensión.

Contra esta sentencia la actora interpone recurso de apelación. En su decisión el Tribunal de Apelaciones rechaza el recurso deducido, sosteniendo en sustancia, que no participa del criterio de la sentencia de primera instancia en tanto en las mismas, se con-sidera probada la sustracción del vehículo del actor, el que se habría encontrado esta-cionado en la playa de estacionamiento de la firma demandada.

Discrepando con el criterio sustentado por la Sra. Juez a-quo, no considera pro-bada la sustracción del automóvil en dicho lugar y, por el contrario, entiende que asiste razón a la demandada, cuando sostiene la no existencia del hecho dañoso cuya repara-ción se pretende.

Ello así, en tanto si bien la sustracción fue denunciada en la causa penal N° 98.976 por el actor, la misma no constituye sino una ...mera y simple declaración unila-teral del mismo y como tal resulta insuficiente para probar el hecho de la sustracción. Que de la prueba testimonial rendida no se declara haber visto el automóvil del actor en la playa de estacionamiento del establecimiento de la demandada. Por el contrario los testimonios expresan que no se vio llegar al actor al establecimiento y que no conocían al automóvil. Que Amurrio tampoco afirma haber visto ingresar al actor a alguno de los establecimientos colindantes, sino que se limita a señalar que vio a la señora del accio-nante, quien le expresó que le habían sustraído el auto.

Que carece de valor probatorio la declaración prestada por el Jefe de Seguridad Corporativa de la empresa demandada pues su conocimiento no es directo, sino que surge de las anotaciones del libro diario de las manifestaciones del vigilador. De otro lado no existen elementos para individualizar al vigilador y, si bien podría identificár-selo como el Sr. Walter Gabriel Alaggia, que se desempeñaba como supervisor, dicho testigo manifestó que no le constaba el hecho, surgiendo de su declaración que tomó conocimiento de la sustracción alegada del libro de acta del servicio y, aclarando, que al no constarle hechos similares, en estos casos, se limitan a asentar en dicho libro el re-clamo de la persona que lo denuncia. Que todo ello le permite concluir al Tribunal, que se encuentra ante una prueba basada en la exclusivamente en la declaración unilateral del denunciante, calificación que también aplica a la denuncia del hecho realizada ante el Registro de la Propiedad Automotor de fs. 5, con el agravante que en el caso la de-nuncia la realizó casi 2 meses después del hecho.

De otro lado, valora el preopinante, que no se ha acompañado ticket o boleta de compra expedido por alguno de los comercios colindantes a la playa de estacionamiento, aún cuando no resulte indispensable para accionar, el haber realizado alguna compra, razones todas estas que le permiten concluir, que el actor no ha demostrado que el vehí-culo hubiera ingresado al estacionamiento de la empresa demandada y con ello permitir-le presumir que el mismo haya sido sustraído del lugar. Que si bien en el caso resulta difícil para ambas partes la actividad probatoria, no por ello debe admitirse la demanda cuando la parte actora ni siquiera por indicios serios y concordantes aporta elementos que le permitan suponer que haya concurrido en automóvil al centro comercial o que haya ingresado al mismo.

Contra esta decisión el accionante interpone recurso extraordinario de inconsti-tucionalidad, con base en lo dispuesto por los incisos 2, 3 y 4 del art. 150 del C.P.C., imputando al decisorio impugnado una errónea valoración de la prueba y alteración de la distribución de la carga de probar, circunstancias éstas que conducen al Tribunal a concluir ...que la actora no acreditó que el vehículo haya sido sustraído cuando se en-contraba estacionado en la playa de la demandada.

De otro lado descalifica al decisorio ante la contradicción en el razonamiento del Juzgador, en cuanto y por una parte señala que, para demostrar los extremos necesarios para la procedencia de la acción, no resulta necesario acreditar el haber efectuado alguna compra en el establecimiento comercial y por otra sostiene que el accionante no acre-dita haber concurrido a dicho establecimiento, debido a que no ha acompañado boleta o ticket de compra alguno.

Luego de coincidir con la Cámara que la denuncia penal del hurto agravado es una declaración unilateral, disiente respecto a que la misma resulte insuficiente para demostrar el hecho de la sustracción si la misma se encuentra demostrada por otros ele-mentos de prueba como son las testimoniales y demás pruebas rendidas.

Que la declaración de Calustro (fs. 131 vta.) que no fuera tachado por la deman-dada, se desprende que el día 11-11-02 se encontró con el actor y su esposa dentro de la playa de estacionamiento del hipermercado y que la última le manifestó que le habían robado el auto, en concordancia con lo denunciado en la policía. A su vez el testigo Va-rela (fs. 142 vta.), que se desempeñaba como Jefe de Seguridad de Cencosud S.A., que tomó conocimiento del hecho por anotaciones del Libro Diario y por manifestaciones del Vigilador el día 11/11/02. Que al día siguiente se presentó una señora quien le mani-festó que no encontró el vehículo cuando salió del comercio y que no sabía el trámite a seguir o hacer.

En relación al testimonio del Sr. Alaggia (fs. 43 y vta.), también ofrecido por la demandada, que no fuera tachado y que al momento del hecho era Supervisor de Vigila-dores, aclara que Cencosud S.A. había contratado la empresa Falcon S.A. y, si bien expresa que no le consta el hecho de la sustracción, admite que tomó conocimiento del mismo el día en que se produce la sustracción, porque una persona se había presentado denunciando el hecho y que había sido asentada en el libro de servicio. Si bien el decla-rante no fue el que asentó la novedad, se entera por haberla leído en dicho libro.

En relación al cuestionamiento que efectúa la Cámara respecto a la factura obrante a fs. 6, sus dudas y sospechas quedan desvirtuadas frente al comprobante de Provencred obrante en la misma foja, que resulta concordante con la orden de trabajo N° 39.771 de fs. 13 y extendida por la firma Salvador Sanchez Neumáticos. De ello se infiere que la esposa del actor Sra.. Mercedes Montaño pagó a dicha firma en fecha 28-9-02 por trabajos de gomería realizados en el automóvil, la suma de $ 204,50 en lo que se incluían los neumáticos, balanceo y alineación delantera del vehículo.

Que si bien en ese momento omitió pedir la factura correspondiente por la com-pra de los neumáticos, con posterioridad, en fecha 21-12-02, frente a la sustracción del vehículo y a los efectos de poder concretar el reclamo, solicitó la pertinente factura la que fuera extendida al momento de ser expedida y no con la fecha en que se adquirieran y se hicieran los trabajos antes indicados. Lo extraído por la Cámara en el Beneficio de Litigar Sin Gastos, no resulta contradictorio, en tanto cuando las pruebas se produjeron en el mismo, ya había sido sustraído el vehículo y por tanto no tenía otro automóvil. Que estas circunstancias resultan corroboradas por la absolución de posiciones del actor (fs. 144), cuando éste afirma que al momento del hecho dañoso el automóvil tenía dos cu-biertas nuevas porque habían sido adquiridas el día 28-09-02.

Que la denuncia al Registro del Automotor se realizó 52 días después, en razón que la misma pudo realizarse recién cuando hubo transcurrido un plazo requerido por el Registro y, obviamente luego de esfumarse las esperanzas de recuperar el vehículo.

La empresa demandada contesta los agravios del recurrente y luego de admitir que del expediente penal, tanto para la Cámara como para la Sra. Juez de primera ins-tancia, resulta la denuncia de la sustracción del rodado, niega que la misma pueda al-canzar como prueba del hecho de la sustracción del auto al actor en la playa del super-mercado. Que ello es así, en razón que la denuncia efectuada ante las autoridades poli-ciales, es solo una declaración unilateral ante un funcionario y que no prueba por sí mis-ma la ocurrencia del hecho denunciado en ella.
Respecto a la prueba de la existencia del vehículo estacionado en el estableci-miento de la demandada y en definitiva que de allí hubiera sido sustraído, entiende que la declaración de Calustro, obrante a fs. 131 y vta., nada aporta al respecto, por cuanto en momento alguno declaró haber visto el automóvil del actor en la playa de esta-cionamiento y que ...vio a la señora del accionante...y ella le manifestó que le habían sustraído el vehículo. Que no resulta desacertada la conclusión de la Cámara, ya que el testigo no vio al actor, tampoco su auto y tan solo vio a la esposa de Céspedes la que solo le hiciera un comentario. Desvirtúa también los dichos de Varela y de Alaggia por tratarse de prueba basada en la exclusiva declaración unilateral del denunciante quien habría denunciado la sustracción del vehículo al personal de vigilancia.
Destaca la contradicción de las facturas acompañadas por la compra de neumáti-cos, destacando que introduce en este recurso una cuestión no conocida con anteriori-dad, ausente del contradictorio y que no fueron reconocidas en cuanto a su contenido y firma. Agrega que la versión de los hechos es inverosímil en canto a la factura y su ori-gen. Que el argumento de la Cámara no ha sido refutado y que aparece inverosímil comprar dos cubiertas con posterioridad al 11 de noviembre del 2002 cuando los testi-gos que declaran en el B.L.S.G. declararon que el actor no tenía vehículos.
SOLUCIÓN AL CASO OCURRENTE:
Como es sabido, la doctrina de la arbitrariedad receptada desde antiguo por este Cuerpo, respeta ciertos lineamientos fundados en principios liminares para la validez de los fallos, cuya transgresión puede provocar, en determinadas condiciones, la nulidad de los mismos, pero que, por la misma razón, esto es la gravedad que implica la anulación de un acto jurisdiccional regularmente expedido, la verificación del vicio ha de juzgarse severamente a los efectos de no invadir jurisdicción extraña al remedio extraordinario. En este sentido adoctrina el Tribunal siguiendo el pensamiento de la CSJN (L.L. 145 398 y nota), que la tacha de arbitrariedad en el orden local no importa admitir una terce-ra instancia ordinaria contra pronunciamientos considerados erróneos por el recurrente. El principio reviste carácter excepcional y su procedencia requiere una decisiva carencia de razonabilidad en la fundamentación; si la sentencia es suficientemente fundada cual-quiera sea su acierto o error, es insusceptible de la tacha de arbitrariedad.
La arbitrariedad, entonces, como vicio propio del recurso de inconstitucionalidad supone la existencia de contradicción entre los fundamentos del fallo y constancias in-dubitadas de la causa o decisiva carencia de fundamentación (L.A. 101 447; 108 23). En sentido similar se ha dicho que la tacha de arbitrariedad en el orden local reviste carácter excepcional, limitada a los casos de indudable ruptura del orden constitucional en la motivación de los fallos, situaciones de flagrante apartamiento de los hechos probados en la causa, carencia absoluta de fundamentación o argumentos ilógicos, absurdos o autocontradictorios. Resulta improcedente, por tanto, cuando bajo la invocación de tales vicios, se encubre la pretensión de lograr una revisión de la valoración original efectuada por los tribunales de mérito sobre el contexto probatorio de la causa, por cuanto la admi-sión de la vía en tal caso, conduciría a instaurar una tercera instancia ordinaria extraña a nuestro sistema procesal (Art. 150 y nota, C.P.C.; L.A. 91 143; 94 343; 84 257; 89 357; L.S. 157 398).
Conforme con estos principios, entiendo que en autos los razonamientos efec-tuados por el quejoso resultan insuficientes para variar las conclusiones del Tribunal.
En efecto la recurrente centra su queja en esta sede, en la errónea valoración de la prueba efectuada por el Tribunal de grado anterior la que, a su juicio torna a la deci-sión impugnada en arbitraria.
Advierto en el presente, después de mucho dudar, que los argumentos esgrimi-dos por el recurrente, no alcanzan para desvirtuar el criterio con que el Tribunal de grado anterior, juzga los escasos indicios aportados como prueba del daño reclamado, los que, aún por aplicación del criterio flexible mantenido por esta Sala en anteriores pronuncia-mientos, no alcanzan para justificar la existencia del daño y la consecuente reparación.
Es por ello que y dado el criterio restrictivo con los que deben juzgarse las cau-sales que pretenden justificar la imputación de nulidad que conlleva el recurso extraor-dinario de inconstitucionalidad, me inclina a propiciar el rechazo del presente.
Advierto en primer lugar que la sentencia en recurso, comparte el criterio susten-tado por la Sra. Juez de la instancia inicial, en cuanto se admite un vínculo jurídico entre el accionante y la empresa demandada, que podría tornar responsable a esta última por el siniestro denunciado. Ello así por cuanto no se puede negar que, entre el estable-cimiento y sus clientes que concurren con sus vehículos y que dejan estacionados en las playas de propiedad del comercio destinadas a ese fin, si bien no se configura un contra-to típico, sin embargo generalmente se admite entre ellos un vínculo jurídico que res-ponsabiliza a la empresa, por la guarda del vehículo que deviene en complementaria de su actividad principal de comercialización, que esta última desarrolla.
Claro está que frente a lo concreto del caso, finalmente concluye desestimando la demanda, por considerar que en el caso, no se ha demostrado que el actor hubiera ingre-sado con un vehículo al establecimiento y estacionado en la playa destinada a ese fin; como tampoco probado, que dicho vehículo haya sido sustraído en la misma.
Por consecuencia, la cuestión esencial a resolver consiste en precisar, si la sen-tencia de Cámara deviene en arbitraria con el alcance reseñado, al pretender que en el ocurrente no se encuentran acreditados estos extremos, sobre todo ante la ausencia de demostración del hecho de haber ingresado al comercio con un automóvil y haber deja-do el mismo en su estacionamiento.
Como queda dicho, el pronunciamiento impugnado no discute que el estableci-miento comercial responde por el hurto de los automotores estacionados en su playa de estacionamiento.
Que no obstante y ante su ocurrencia, entiende que necesariamente debe probar-se la producción del siniestro, la titularidad del bien supuestamente sustraído y la asis-tencia del titular al lugar indicado, aún cuando no se hubiera concretado alguna compra, atento que el solo ingreso del actor al comercio, convierte al titular del bien sustraído, en potencial comprador.
Y ello así, por cuanto de las pruebas rendidas a fs. 281, no surgiría que el vehícu-lo hubiera ingresado a la playa de estacionamiento y hubiera quedado estacionado en la misma o que en ella se hubiera producido el hecho dañoso.
En casos como el ocurrente no es de dudar, que la víctima, normalmente se en-frenta con dificultades probatorias muy difíciles de sortear, como es el hecho de no po-der demostrar su ingreso a la playa de estacionamiento, en razón de la actitud generali-zada de dichos Centros de Consumo, de no proveer ninguna constancia o tickets demos-trativos del ingreso, con los que se sortearían todas las falencias que existen para la de-mostración del hecho dañoso. Esta Sala en precedente análogo al actual, con la sola dife-rencia de que quien reclamara era la aseguradora que había pagado el siniestro al asegu-rado (L.S.383-185) y con la preopinión de la Dra. Aída Kemelmajer de Carlucci, dejó sentado que ...La dificultad probatoria que presentan casos como el presente, impone que no pueda exigírsele al actor la prueba diabólica de que dejó el auto en la playa de estacionamiento del hipermercado ni tampoco que el auto fue sustraído... bastando con acreditar la concordancia de indicios graves, precisos y concordantes para acreditar la existencia del daño causado.
En el caso aún adhiriendo a este criterio flexible adoptado por las especiales par-ticularidades que presentan los supuestos como el ocurrente, en manera alguna libera al pretensor, es decir la actora, de la carga de probar, aún cuando mínimamente, los presu-puestos de la acción, tal como lo exige el pronunciamiento criticado. En el ocurrente y de las constancias de la causa, no puedo extraer con la certeza requerida, que en el caso se haya demostrado el hecho dañoso.
Aún con esfuerzo, del testimonio de Antonio Calustro Amurrio (fs. 131 del principal), podría admitirse la presencia en la playa del establecimiento, del actor y de su esposa; así como que, por el dicho de ésta última a Amurrio, que le habían robado el auto.... Que ello sea así, lo expresado no autoriza a inferir que el actor y su esposa, hayan concurrido al centro comercial con el auto que se dice, le sustrajeran. Menos aún que con este testigo se pueda probar que a dicho automóvil, lo haya estacionado en la playa en que se encontraron con Amurrio y que desde allí se lo hubieran robado.
El testimonio de Amurrio, según lo entiende el preopinante, se basa exclusiva-mente en los dichos de la esposa del actor, en oportunidad de encontrarse circunstan-cialmente en la playa. Respecto del actor este testigo afirma que lo vio pero que éste, por la preocupación que tenía, ni lo conoció y lo ...saludó de raspadita (contestación a la 2° pregunta fs. 131).
El pronunciante tampoco le otorga valor probatorio, a los efectos de acreditar la sustracción del vehículo, a la declaración del Jefe de Seguridad Corporativa de la em-presa demandada, rendida a fs. 142 vta., pues su conocimiento de la sustracción no es directa, sino que surge de la lectura de las anotaciones del Libro Diario de las manifesta-ciones del vigilador y de las declaraciones de la esposa del actor prestadas al día siguien-te (2° ampliación de fs.142). De igual modo del testimonio de Walter Gabriel Alaggia (fs. 143) solo extrae el pronunciante, que al mismo no le constaba el hecho, ...surgiendo de su declaración que tomó conocimiento de la sustracción alegada por el actor, del Li-bro de Acta del Servicio (4° sustitución); aclarando que al no constarle hechos similares en estos casos se limitan a asentar en dicho libro el reclamo de la persona que denun-cia... lo que permite sostener al pronunciante que, ... con lo que una vez más, estamos frente a una prueba basada en la exclusiva declaración unilateral del denunciante; en el caso, el actor (fs.337).
Que si bien del expediente penal N° 98.976 surge la denuncia de sustracción del automóvil, concluye el sentenciante, que la misma no es sino una mera y simple decla-ración unilateral del actor y que, como tal, resulta insuficiente para fundar en ella el hecho de la sustracción, desde que no se ve corroborada con ningún otro elemento de prueba que avale su declaración. Otro tanto expresa de la denuncia del hecho realizada por ante el Registro de la Propiedad Automotor de fs. 5.
Ahora bien y a los fines probatorios, se advierte que lo actuado en razón de la denuncia policial, realizada en la Comisaría 34 de la Policía de Mendoza y que diera lugar a la instrumentación de la causa N° 3244/02, constituye un instrumento público que hace plena fe respecto de la fecha y hora de la declaración. Dicha acta policial con-tiene una declaración unilateral del actor, que vale como confesión extrajudicial y con-secuentemente no podría ser negada por el denunciante sin contradecirse.
De otro lado, tanto el escrito de demanda como del acta de procedimiento que obra a fs. 1 de ese expediente penal, refieren a que el hurto del automotor se habría pro-ducido entre las 19,50 y 20,30 horas del día 11de noviembre de 2002. También se puede extraer de dicha acta policial, que la denuncia se la realiza el mismo día 11 de noviem-bre a las 21 horas (más precisamente a las 21:02:21como consta en el acta).
Pues bien la mi juicio no resulta creíble que, en el lapso escaso de media hora, es decir entre las 20,30 y 21 horas, el actor haya salido del salón de ventas, advertir la sus-tracción del vehículo, podido superar la circunstancia del despojo, revisar los alrededo-res en busca del rodado, obtener la ayuda de algún personal de la empresa y comunicarle del hurto, para luego trasladarse - aún cuando lo sea en algún vehículo- desde el centro comercial hasta la calle 20 de junio de Godoy Cruz (aproximadamente 15 cuadras) don-de funciona la Seccional 34 de Policía, ser atendido y concurrido su personal al lugar del hecho (ver fs. 24 vta. 3° parr.) y confeccionado el acta de procedimiento de dicha actua-ción, en la fecha y hora impresa en la constancia que obra a fs. 1 del expediente penal.
Va de suyo que con dicha actuación, el actor no puede extraer la demostración del hecho denunciado y menos que de él se pueda probar su concurrencia al centro co-mercial en su auto. Menos aún que lo haya estacionado en la playa y que desde allí se lo hayan robado. Adviértase al respecto que ninguno de los testigos, salvo el dicho de su esposa, declaran haber constatado que el actor ingresara con su vehículo a la playa de estacionamiento y sin que se haya incorporado a la causa cualquier otro elemento que permita inferir la existencia del hecho, aún cuando lo sea a modo de indicio.
En definitiva y como conclusión, entiendo que el accionante no ha logrado de-mostrar hechos conducentes que permitan demostrar, aún cuando lo sea a través de indi-cios, con la connotación de graves, precisos y concordantes y por ende, que autoricen a presumir la ocurrencia del robo de su automóvil desde la playa de estacionamiento de la empresa demandada.
Por lo expuesto y para el supuesto que mi voto resulte compartido por mis cole-gas de Sala, el recurso intentado deberá ser rechazado.
Así voto.-
Sobre la misma cuestión los Dres. PEREZ HUALDE y BÖHM, adhieren al voto que antecede.-
A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. FERNANDO ROMANO, DIJO:
Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto, puesto que ha sido plan-teado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior.-
Así voto.-
Sobre la misma cuestión los Dres. PEREZ HUALDE y BÖHM, adhieren al voto que antecede.-
A LA TERCERA CUESTION EL DR. FERNANDO ROMANO, DIJO:
Atento el resultado al que se arriba en el tratamiento de las cuestiones que ante-ceden, corresponde imponer las costas a la parte recurrente que resulta vencida (arts. 35 y 36 del C.P.C.).-
Así voto.-
Sobre la misma cuestión los Dres. PEREZ HUALDE y BÖHM, adhieren al voto que antecede.-
Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continua-ción se inserta:
S E N T E N C I A :
Mendoza, 04 de junio de 2.008.-
Y VISTOS:
Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva,
R E S U E L V E :
I. Rechazar el recurso extraordinario de Inconstitucionalidad interpuesto a fs. 17/25 de autos.-
II. Imponer las costas a la parte recurrente vencida.-
III. Regular los honorarios profesionales de la siguiente manera: Dres.: Raúl Horacio ZONANA, en la suma de pesos OCHOCIENTOS TRES CON CUARENTA Y OCHO CENTAVOS ($ 803.48); Juan Pablo MORTAROTTI, en la suma de pesos DOSCIENTOS CUARENTA Y UNO CON CUATRO CENTAVOS ($ 241.04); Ro-sanna Elisabeth IBAÑEZ, en la suma de pesos QUINIENTOS SESENTA Y DOS CON CUARENTA Y TRES CENTAVOS ($ 562.43); Ulpiano Leandro SUAREZ, en la su-ma de pesos CIENTO SESENTA Y OCHO CON SETENTA Y TRES CENTAVOS ($ 168.73) (arts. 15 y 31 de la Ley 3641).-
Notifíquese.
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